
El Tribunal General incurrió en error de Derecho en la parte en que incumplió so obligación de examinar los 
documentos a los que se denegaba el acceso, considerando que podía controlar la actuación de la Comisión sin 
consultar los documentos en cuestión.

4. Cuarto motivo: Carácter contradictorio y error de Derecho en la parte en que el Tribunal General no dio la importancia 
debida a los vicios de procedimiento cometidos al dictar la decisión impugnada.

La sentencia recurrida adolece de un error de Derecho en la parte en que niega que los errores de procedimiento 
cometidos por la Comisión hayan influido en la capacidad de la recurrente de alegar su propio punto de vista acerca de 
la aplicabilidad de la presunción de secreto en el presente asunto. El Tribunal General no consideró que los errores en 
cuestión vulneraran los derechos procesales de la recurrente y, de hecho, transformó la presunción general de prejuicio 
en las actividades de investigación de presunción relativa a presunción absoluta.

5. Quinto motivo: Error de Derecho en la parte en que el Tribunal General negó la existencia de un interés público 
prevalente.

El Tribunal General incurrió en error de Derecho al afirmar que no existía ningún interés público prevalente que pudiera 
contraponerse a las excepciones contempladas en el artículo 4, apartado 2, del Reglamento no 1049/201 sin tener 
debidamente en cuenta las alegaciones que sobre este punto presentó la recurrente. 

(1) Reglamento (CE) no 1049/2001 del Parlamento Europeo y del Consejo, de 30 de mayo de 2001, relativo al acceso del público a los 
documentos del Parlamento Europeo, del Consejo y de la Comisión (DO L 145, p. 43).

Petición de decisión prejudicial planteada por el Sąd Apelacyjny w Warszawie (Polonia) el 17 de junio 
de 2015 — Edyta Mikołajczyk/Marie Louise Czarnecka, Stefan Czarnecki

(Asunto C-294/15)

(2015/C 311/23)

Lengua de procedimiento: polaco

Órgano jurisdiccional remitente

Sąd Apelacyjny w Warszawie

Partes en el procedimiento principal

Demandante y apelante: Edyta Mikołajczyk

Demandadas y apeladas: Marie Louise Czarnecka, Stefan Czarnecki

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Están comprendidos en el ámbito de aplicación del Reglamento (CE) no 2201/2003 del Consejo, de 27 de noviembre 
de 2003, relativo a la competencia, el reconocimiento y la ejecución de resoluciones judiciales en materia matrimonial y 
de responsabilidad parental, por el que se deroga el Reglamento (CE) no 1347/2000 (1) los procedimientos de nulidad 
matrimonial incoados tras el fallecimiento de uno de los cónyuges?

2) En caso de respuesta afirmativa a la primera cuestión: ¿Comprende el ámbito de aplicación del citado Reglamento 
también los procedimientos de nulidad matrimonial iniciados por una persona distinta a los cónyuges?
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3) En caso de respuesta afirmativa a la segunda cuestión: En un procedimiento de nulidad matrimonial iniciado por una 
persona distinta a los cónyuges, ¿es posible basar la competencia en los fundamentos señalados en el artículo 3, 
apartado 1, letra a), quinto y sexto guiones, del Reglamento?

(1) DO L 338, p. 1.

Petición de decisión prejudicial planteada por el Lietuvos Aukščiausiasis Teismas (Lituania) el 
18 de junio de 2015 — «Borta» UAB/VĮ Klaipėdos valstybinio jūrų uosto direkcija

(Asunto C-298/15)

(2015/C 311/24)

Lengua de procedimiento: lituano

Órgano jurisdiccional remitente

Lietuvos Aukščiausiasis Teismas

Partes en el procedimiento principal

Recurrente: «Borta» UAB

Recurrida: VĮ Klaipėdos valstybinio jūrų uosto direkcija

Cuestiones prejudiciales

1) ¿Deben entenderse las disposiciones de los artículos 37, 38, 53 y 54 de la Directiva 2004/17 (1), consideradas en su 
conjunto o individualmente (aunque no de forma aislada) en el sentido de que:

a) se oponen a una norma nacional con arreglo a la cual, cuando se subcontrata la ejecución de un contrato de obras, la 
obra principal, tal y como se define por la entidad adjudicadora, debe ser llevada a cabo por el contratista;

b) se oponen a un régimen previsto en los documentos de la contratación relativo a la acumulación de las capacidades 
profesionales de los contratistas como el establecido por la entidad adjudicadora en la condición controvertida del 
pliego de condiciones, según la cual la parte correspondiente a la capacidad profesional del operador económico en 
cuestión (participante en la actividad colectiva) debe equivaler a la parte de la obra en concreto que efectivamente 
llevará a cabo en el marco del contrato público?

2) ¿Deben entenderse las disposiciones de los artículos 10, 46 y 47 de la Directiva 2004/17, consideradas en su conjunto o 
individualmente (aunque no de forma aislada) en el sentido de que:

a) no se produce una vulneración de los principios de igualdad de trato de los contratistas y de transparencia en el 
supuesto de que la entidad adjudicadora:

— indica previamente en los documentos de la contratación la posibilidad, con carácter general, de la acumulación 
de las capacidades profesionales de los contratistas pero no especifica el régimen para la aplicación de dicha 
posibilidad;

— posteriormente, durante el procedimiento de contratación, define más detalladamente los requisitos para valorar 
la clasificación de los contratistas e impone ciertas restricciones a la acumulación de las capacidades 
profesionales de éstos; y

— debido a la introducción de una definición más detallada del contenido de las normas y criterios de clasificación, 
alarga el plazo para la presentación de ofertas y anuncia dicha prórroga en el Diario Oficial;
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